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Número 54, mayo 2019. 
 

Recomendaciones para las reformas y leyes 
secundarias en materia de Guardia Nacional 

Ideas clave: 
> La promulgación de reformas y leyes secundarias en 

materia de Guardia Nacional representa una oportu-
nidad para cumplir con múltiples obligaciones del 
Estado mexicano, especialmente con diversas sen-
tencias de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos. 

> También representa una oportunidad para cumplir 
con las obligaciones del Estado en materia de trans-
parencia y rendición de cuentas frente a la sociedad 
mexicana, las cuales han sido aplazadas por mucho 
tiempo o atendidas deficientemente en el ámbito de 
la seguridad pública. 

> De igual manera, representa una oportunidad para 
adoptar y adaptar buenas prácticas internacionales, 
tales como la profesionalización de las instituciones 
de seguridad pública y el establecimiento de meca-
nismos externos de control y supervisión. 

1. Reforma a la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública 

> Para cumplir con la obligación de generar versiones 
públicas de la información reservada, establecida en 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública (conforme el principio de máxima pu-
blicidad), se recomienda generar de forma periódica 
versiones públicas (datos abiertos agregados y ano-
nimizados) de las bases y registros del Sistema Na-
cional de Información. 

> Se recomienda adoptar la buena práctica internacio-
nal de establecer un sistema de profesionalización 
policial, basado en programas de estudios superio-
res, y homologar estos programas a nivel nacional.  

2. Ley de la Guardia Nacional 
> Los órganos de mando y coordinación, así como la 

estructura, el régimen disciplinario, la profesionaliza-
ción y los criterios de evaluación de la Guardia Nacio-
nal deben respetar y reflejar el carácter civil (no mix-
to, ni militar) y la naturaleza policial de esta institu-
ción, conforme lo finalmente establecido por la refor-
ma constitucional. 

> Se recomienda adoptar la buena práctica internacio-
nal de establecer un sistema integral de control y 

supervisión, que incluya mecanismos externos y civi-
les, sobre el desempeño de la Guardia Nacional. 

3. Ley Nacional sobre el Uso de la Fuerza 
> Se deberá crear un observatorio independiente que 

permita dar seguimiento al uso de la fuerza, como lo 
determinó la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos en 2018 con el Caso mujeres víctimas de tor-
tura sexual en Atenco vs. México. 

> Considerando el principio de uso de fuerza diferen-
ciado y proporcionado, se deberán establecer con 
claridad niveles de uso de la fuerza, según tipos dife-
renciados de armas letales y armas menos letales. 

4. Ley Nacional del Registro de Detenciones 

> Se deberá crear un sistema de registro con actualiza-
ción permanente, interconexión con otras bases re-
levantes, que garantice los derechos de acceso a la 
información y a la protección de datos personales, y 
bajo mecanismos de control, tal y como lo determinó 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
2010 con el Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. 
México. 

En el decreto de reforma constitucional en materia de 
Guardia Nacional, publicado el pasado 26 de marzo, se 
establecen los elementos mínimos que deberán con-
siderar la reforma al Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica (SNSP) y las nuevas leyes en materia de Guardia 
Nacional, uso de la fuerza y registro de detenciones (ver 
cuadro 1). 

La presente nota se divide en cuatro secciones, ca-
da una destinada a sintetizar diversas obligaciones del 
Estado mexicano, así como recomendaciones emitidas 
por organismos internacionales y organizaciones de la 
sociedad civil. Estas secciones se corresponden con las 
cuatro fracciones del artículo cuarto transitorio, del de-
creto de reforma constitucional en materia de Guardia 
Nacional, donde se establecen estos elementos mínimos 
para las reformas y leyes secundarias mandatados por 
este decreto. En cada sección se enlistan documentos 
cuya lectura íntegra se recomienda, a fin de identificar y 
examinar la amplia variedad de obligaciones y recomen-
daciones pertinentes. 
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Cuadro 1. Disposiciones sobre leyes secundarias en la reforma constitucional sobre Guardia Nacional  

Artículo 21 (párr. 11 y 12) 
[…] La Federación contará con una institución policial de carácter civil denominada Guardia Nacional, cuyos fines son los 
señalados en el párrafo noveno de este artículo, la coordinación y colaboración con las entidades federativas y Municipios, así 
como la salvaguarda de los bienes y recursos de la Nación. 
La ley determinará la estructura orgánica y de dirección de la Guardia Nacional, que estará adscrita a la secretaría del ramo 
de seguridad pública, que formulará la Estrategia Nacional de Seguridad Pública, los respectivos programas, políticas y 
acciones […] 

Primero transitorio (párr. 2 y 3) 
[…] El Congreso de la Unión dentro de los 60 días naturales siguientes a la entrada en vigor de este Decreto, expedirá la Ley 
de la Guardia Nacional y hará las adecuaciones legales conducentes. 

Asimismo, expedirá las leyes nacionales que reglamenten el uso de la fuerza y del registro de detenciones dentro de los 90 
días naturales siguientes a la entrada en vigor de este Decreto. 

Cuarto transitorio 
Al expedir las leyes a que se refiere la fracción XXIII del artículo 73 de esta Constitución, el Congreso de la Unión estará a lo 
siguiente: 

I. Las reformas a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública deberán contemplar, al menos, los 
siguientes elementos: 

1. La normativa sobre la formación y actuación de las instituciones de policía encargadas de la seguridad 
pública en términos de la doctrina policial civil establecida en el artículo 21 de esta Constitución, y 

2. La regulación del sistema nacional de información en seguridad pública a que se refiere el inciso b) del 
párrafo décimo del artículo 21 constitucional. 

II. La Ley de la Guardia Nacional contendrá, al menos, los siguientes elementos: 
1. Los supuestos para la coordinación y colaboración de la Guardia Nacional con las instituciones de seguridad 

pública de las entidades federativas y de los Municipios; 
2. Las reglas para determinar las aportaciones de las entidades federativas y Municipios cuando soliciten la 

colaboración de la Guardia Nacional para la atención de tareas de seguridad pública de competencia local; 
3. Lo relativo a la estructura jerárquica, regímenes de disciplina que incluya faltas, delitos y sanciones a la 

disciplina policial, responsabilidades y servicios, ascensos, prestaciones, ingreso, educación, capacitación, 
profesionalización y el cumplimiento de las responsabilidades y tareas que puedan homologarse, en lo 
conducente a las disposiciones aplicables en el ámbito de la Fuerza Armada permanente; 

4. Los criterios de evaluación del desempeño de sus integrantes; 
5. La regulación sobre la disposición, posesión, portación y uso de armas de fuego, atendiendo los estándares y 

mejores prácticas internacionales; 
6. Las hipótesis para la delimitación de la actuación de sus integrantes; 
7. Los requisitos que deberán cumplir sus integrantes, conforme a las leyes aplicables; y 
8. Los componentes mínimos del informe anual a que se refiere la fracción IV del artículo 76 de esta 

Constitución. 

III. La Ley Nacional sobre el Uso de la Fuerza establecerá, por lo menos, las siguientes previsiones: 
1. La finalidad, alcance y definición del uso de la fuerza pública; 
2. Los sujetos obligados al cumplimiento del ordenamiento y los derechos y obligaciones de los integrantes de 

instituciones con atribuciones para llevar a cabo el ejercicio de la fuerza pública; 
3. La sujeción del uso de la fuerza a los principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad, racionalidad y 

oportunidad; 
4. La previsión del adiestramiento en medios, métodos, técnicas y tácticas del uso de la fuerza mediante el 

control físico, el empleo de armas incapacitantes, no letales y de armas letales; 
5. Los niveles para el uso de la fuerza pública por los servidores públicos en el ejercicio de sus atribuciones para 

hacer cumplir la ley; 
6. La distinción y regulación de las armas e instrumentos incapacitantes, no letales y letales; 
7. Las reglas sobre la portación y uso de armas de fuego entre los integrantes de instituciones con atribuciones 

para llevar a cabo el ejercicio de la fuerza pública, así como sus responsabilidades y sanciones; 
8. Las previsiones de actuación de los integrantes de instituciones con atribuciones para llevar a cabo el 

ejercicio de la fuerza pública, con relación a personas detenidas, bajo su custodia o en manifestaciones 
públicas; 
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9. Las normas para la presentación de informes de los servidores públicos que hagan uso de armas de fuego en 
el desempeño de sus funciones, así como para su sistematización y archivo; y 

10. Las reglas básicas de adiestramiento y gestión profesional del uso de la fuerza pública. 

IV. La Ley Nacional del Registro de Detenciones incorporará, al menos, las siguientes previsiones: 
1. Las características del Registro y los principios que rigen su conformación, uso y conservación; 
2. El momento de realizar el registro de la persona dentro del procedimiento de detención; 
3. El tratamiento de los datos personales de la persona detenida, en términos de las leyes en la materia; 
4. Los criterios para clasificar la información como reservada o confidencial; 
5. Las personas autorizadas para acceder a la base de datos del Registro y los niveles de acceso; 
6. Las atribuciones de los servidores públicos que desempeñen funciones en el Registro y sus responsabilidades 

en la recepción, administración y seguridad de la información; y 
7. La actuación que deberá desplegar el Registro y su personal en caso de ocurrir hechos que pongan en riesgo 

o vulneren su base de datos. 

Quinto transitorio (párr. 1) 
Durante los cinco años siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, en tanto la Guardia Nacional desarrolla su 
estructura, capacidades e implantación territorial, el Presidente de la República podrá disponer de la Fuerza Armada 
permanente en tareas de seguridad pública de manera extraordinaria, regulada, fiscalizada, subordinada y complementaria 

Sexto transitorio (párr. 1) 
Durante el periodo a que se refiere el artículo anterior, para la conformación y funcionamiento de la Guardia Nacional, las 
secretarías de los ramos de Defensa Nacional y de Marina participarán, conforme a la ley, con la del ramo de seguridad, para 
el establecimiento de su estructura jerárquica, sus regímenes de disciplina, de cumplimiento de responsabilidades y tareas, y 
de servicios, así como para la instrumentación de las normas de ingreso, educación, capacitación, profesionalización, 
ascensos y prestaciones, que podrán estar homologados en lo conducente, a las disposiciones aplicables en el ámbito de la 
Fuerza Armada permanente 
Fuente: Elaboración propia con base en el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Guardia Nacional (DOF, 26/3/19). 

 
1. Recomendaciones para la reforma a la Ley 
General del SNSP 

1.1 Formación policial  
De acuerdo con el artículo cuarto transitorio, del decre-
to de reforma constitucional, la reforma a la Ley General 
del SNSP debe normar la formación de las instituciones 
de policía encargadas de la seguridad pública. Esto re-
presenta una oportunidad para establecer programas de 
estudios homologados a nivel nacional, para los distin-
tos grados de la escala jerárquica y especialización de los 
miembros de todas las corporaciones policiales. Por 
citar un ejemplo, en el Instituto Universitario de la Poli-
cía Federal Argentina se tienen los siguientes programas 
de estudios, de nivel técnico superior universitario para 
los niveles o grados iniciales de la carrera policial:1 

• Perito en Papiloscopía (duración 2 años) 
• Perito en Documentología (duración 2 años) 
• Perito en Balística (duración 2 años) 
• Enfermería Universitaria (duración 3 años) 
• Instrumentación Quirúrgica Profesional (dura-

ción 3 años) 
• Calígrafo Público Nacional (duración 3 años) 
• Técnico Universitario en Balística y Armas Portá-

tiles (duración 3 años) 
• Técnico en Seguridad Ciudadana (duración 3 

años) 

• Técnico en Accidentología y Prevención Vial (du-
ración 3 años) 

En este mismo Instituto Universitario de la Policía Fede-
ral Argentina, se tienen las siguientes carreras universi-
tarias para los niveles o grados superiores de la carrera 
policial: 

• Licenciatura en Criminalística (duración 4 años) 
• Licenciatura en Seguridad Ciudadana (duración 

4 años) 
• Licenciatura en Accidentología y Prevención Vial 

(duración 4 años) 
• Licenciatura en Gestión de Siniestros (duración 4 

años) 
• Licenciatura en Seguridad en Tecnologías de la 

Información y Comunicaciones (duración 4 años) 
• Licenciatura en Organización y Asistencia en 

Quirófanos (duración 4 años) 
• Licenciatura en Enfermería (duración 5 años) 
• Abogacía (duración 5 años) 

Incluso se tienen los siguientes cursos de posgrado para 
niveles de mando y los propios instructores policiales: 

• Especialización en Análisis del Lugar del Hecho 
(duración 3 cuatrimestres) 

• Especialización en Medicina Legal (duración 2 
años) 



> 4 <       DIRECCIÓN GENERAL DE INVESTIGACIÓN ESTRATÉGICA 

> notas estratégicas                             mayo 2019 

• Especialización en Docencia Universitaria (dura-
ción 2 años) 

Otro ejemplo latinoamericano es la Policía Nacional de 
Colombia, donde también se tienen programas de estu-
dios específicos para los distintos niveles y cargos de su 
estructura jerárquica. Además de una amplia gama de 
diplomados y cursos de pregrado, se ofrecen estudios de 
nivel tecnólogo y técnico profesional en ámbitos tan di-
versos como los siguientes:2 

• Planeación para el Control Ambiental 
• Servicio de Policía 
• Investigación Judicial 
• Identificación de Automotores 
• Explosivos 
• Dactiloscopía 
• Balística 
• Topografía Forense 
• Fotografía e Imagen Forense 
• Investigación de Accidentes de Tránsito 
• Telemática 
• Mantenimiento Aeronáutico 
• Seguridad Integral Canina 
• Protección y Seguridad a Personas e Instalaciones 
• Inteligencia y Contrainteligencia Policial 

En la Policía Nacional de Colombia también se ofrecen 
estudios de nivel licenciatura, con la carrera de Profesio-
nal en Investigación Criminal, y las Maestrías en Investi-
gación Criminal, en Criminología y Victimología, y en 
Seguridad Pública. 

Sería recomendable que la legislación mexicana 
emulara este tipo de buenas prácticas internacionales, 
estableciendo estudios de nivel superior que deberán 
concluir satisfactoriamente los elementos de las institu-
ciones policiales, como requisito indispensable para el 
ingreso, la permanencia, y la obtención de estímulos y 
promociones. Este esquema deberá estar homologado a 
nivel nacional, y en términos de la normatividad mexi-
cana, conformar los fundamentos y la estructura princi-
pal del Desarrollo Policial y de la Carrera Policial (ver 
artículo 72 de la Ley General del SNSP). 

1.2 Regulación del Sistema Nacional de Información 
Desde la publicación de la Ley General del SNSP, el 2 de 
enero de 2009 (DOF, 2/01/09), se dejó la regulación de 
las bases de datos y registros estadísticos a cargo de las 
Conferencias Nacionales de Procuración de Justicia y de 
Seguridad Pública (arts. 25 y 29). Sin embargo, diez años 
después, no se tienen bases ni registros funcionales, con 
datos oportunos y confiables, ni un Sistema Nacional de 
Información debidamente consolidado, al grado de que 
ha sido necesario establecer la obligación constitucional 
de promulgar una Ley Nacional del Registro de Deten-
ciones (lo cual implicará la derogación de todo lo rela-

tivo al Registro Administrativo de Detenciones, manda-
tado en los artículos 112 a 116 de la Ley General del SNSP). 

Frente a los insatisfactorios resultados obtenidos 
durante estos últimos diez años, sería un error dejar la 
regulación de las bases de datos y registros estadísticos 
en manos de las mismas Conferencias Nacionales. Lo 
recomendable sería otorgarle esta facultad al Gobierno 
Federal, idealmente a un organismo o unidad con las 
suficientes capacidades y conocimientos técnicos para 
diseñar, implementar y administrar un verdadero siste-
ma integrado e interoperable de información. 

Un aspecto importante de la regulación del Siste-
ma Nacional de Información son las obligaciones de 
transparencia y rendición de cuentas, a fin de garantizar 
el derecho de acceso a la información, acatando el prin-
cipio de máxima publicidad, conforme la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. En la 
Ley General del SNSP vigente, no se establecieron obliga-
ciones de transparencia y rendición de cuentas con 
respecto a las bases y registros del Sistema Nacional de 
Información, lo cual viola el principio de máxima publi-
cidad y el derecho de acceso a la información, en parti-
cular, se incumple la obligación de generar versiones 
públicas con formato de datos abiertos. De todas las ba-
ses y registros pueden y deben liberarse versiones pú-
blicas, anonimizadas, que protejan los datos personales 
y la información reservada, pero que permitan el análisis 
de datos estadísticos agregados, tal y como se hace con 
distintos proyectos estadísticos. Por ejemplo, las bases 
públicas que libera el Secretariado Ejecutivo del SNSP en 
el sitio de Datos Abiertos de Incidencia Delictiva,3 o el 
el esfuerzo reciente de la Agencia Digital de Innovación 
Pública, del Gobierno de la Ciudad de México, con datos 
abiertos de la información de las carpetas de investiga-
ción.4 Por mencionar algunos ejemplos, las versiones 
públicas de las bases del Sistema Nacional de Informa-
ción deben permitir analizar mensualmente, entre otros 
aspectos, lo siguiente: 

• número y características generales de los eventos 
reportados por la población al servicio 911; 

• número y características generales de los posi-
bles hechos delictivos registrados en el Informe 
Policial Homologado; 

• número de elementos de todas las corporaciones 
policiales estatales y municipales; 

• número y características demográficas de las per-
sonas detenidas, y delito principal del que se les 
acusa; 

• número de carpetas de investigación abiertas por 
tipo de delito principal; 

• número de carpetas de investigación consignadas 
por tipo de delito principal; 

• delitos registrados en las carpetas de investiga-
ción abiertas y consignadas; 
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• número y características demográficas de las víc-
timas registradas en las carpetas de investigación 
abiertas, por delito principal; 

• número y características demográficas de las per-
sonas vinculadas a proceso, y delito principal; 

• número y tipo de medidas cautelares impuestas a 
las personas vinculadas a proceso, y delito princi-
pal; 

• número y características demográficas de las per-
sonas que ingresan a prisión preventiva, y delito 
principal; 

• número y características demográficas de las per-
sonas sentenciadas a prisión, y delito principal; 

• número y características demográficas de las per-
sonas en prisión, por etapa procesal y delito prin-
cipal; 

• número y características demográficas de las per-
sonas que egresan de prisión; 

• número y características demográficas de las per-
sonas sentenciadas, por tipo de sentencia y delito 
principal; 

• número y características de las armas extraviadas, 
o robadas, de las instituciones de seguridad pú-
blica; y 

• número y características de las armas aseguradas. 

1.3 Un Registro Nacional (unificado) de Armas 
Con la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos de 
1972 (DOF, 11/01/72), se estableció la obligatoriedad del 
Registro Federal de Armas a cargo de la Secretaría de la 
Defensa Nacional (SEDENA). En este registro se recopila 
información sobre la posesión y portación de armas por 
parte de particulares, incluyendo armas para portar con 
licencia, para la defensa del domicilio, para el deporte 
de tiro y la cacería. En especial, debe registrarse: “El 
extravío, robo, destrucción, aseguramiento o decomiso 
de un arma que posea o se porte, debe hacerse del 
conocimiento de la Secretaría de la Defensa Nacional, 
en los términos y por los conductos que establezca el 
Reglamento de esta Ley” (art. 14). 

Con la Ley General del SNSP, se estableció el Registro 
Nacional de Armamento y Equipo, a cargo del propio 
SNSP. Es decir, las Conferencias Nacionales de Procura-
ción de Justicia y de Seguridad Pública, quedaron a 
cargo de sus lineamientos generales, y el Secretariado 
Ejecutivo del SNSP quedó a cargo de la administración y 
operación del registro. En este Registro Nacional se re-
copiló información sobre las armas y municiones auto-
rizadas a las instituciones y dependencias de procura-
ción de justicia y seguridad pública (art. 124; fracc. II). 
Pero no es claro si en este Registro Nacional también se 
recopila la información sobre armas extraviadas por, o 
robadas a, las propias corporaciones. Además, en este 
Registro Nacional también debió recopilarse la siguien-
te información: “En el caso de que los integrantes de las 

Instituciones de Seguridad Pública aseguren armas o 
municiones, lo comunicarán de inmediato al Registro 
Nacional de Armamento y Equipo, las pondrán a dispo-
sición de las autoridades competentes, en los términos 
de las normas aplicables” (art. 126). 

De esta manera, se tienen en México dos registros 
oficiales de armas, que no recopilan exactamente la mis-
ma información, pero con traslapes importantes de su 
información: 

• el Registro Federal de Armas a cargo de SEDENA, 
establecido en la Ley Federal de Armas de Fuego 
y Explosivos; y 

• el Registro Nacional de Armamento y Equipo a 
cargo del SNSP, establecido en la Ley General del 
SNSP. 

Lo recomendable sería unificar la información de armas 
de fuego, de todo el país, en un único Registro Nacional 
de Armas, a cargo de autoridades civiles, y que sea útil 
para atender y prevenir el tráfico de armas. Para lograr 
esto, será necesario ampliar las obligaciones y facultades 
de recopilación de información del Registro Nacional de 
Armamento y Equipo, estableciendo una autoridad res-
ponsable de la regulación del mismo independiente de 
las Conferencias Nacionales, así como la obligación de 
recopilar datos sobre armas extraviadas, robadas y des-
truidas, de todas las armas comercializadas por SEDENA, 
de todas las licencias expedidas, y claro está, de todas 
las armas aseguradas. Y con especial énfasis en las obli-
gaciones de transparencia y rendición de cuentas que 
también debe tener la autoridad encargada de adminis-
trar y operar este registro. 

2. Recomendaciones para la Ley de la Guardia 
Nacional 

2.1 Mando y coordinación  
La reforma constitucional estableció el carácter civil (no 
mixto, ni militar) de la Guardia Nacional, por lo que sus 
órganos de mando y coordinación deben respetar esta 
naturaleza institucional. La participación de las secreta-
rías de Defensa Nacional y Marina, según se estableció 
en los artículos quinto y sexto transitorios, se restringe 
a un plazo de cinco años, durante el cual se consolidará 
la Guardia Nacional. Es en el artículo sexto transitorio 
donde se específica que, durante el plazo excepcional de 
cinco años, las secretarías de los ramos de defensa y 
marina participarán, junto con la del ramo de seguridad, 
en el establecimiento de la estructura jerárquica de la 
Guardia Nacional, sus regímenes de disciplina y demás 
facultades relacionadas con la puesta en marcha y con-
solidación de esta nueva institución. 

Es en este sentido que, los órganos permanentes de 
mando y coordinación de la Guardia Nacional deberán 
respetar y reflejar el carácter civil dispuesto en la Consti-
tución, pero será también necesario regular, en la Ley de 
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la Guardia Nacional, la participación temporal y excep-
cional de las secretarías de Defensa y Marina, durante el 
plazo de consolidación de cinco años. A fin de mantener 
la congruencia con el decreto de reforma constitucional, 
sería recomendable que la participación de ambas secre-
tarías fuese regulada también en artículos transitorios 
en la ley secundaria, especificando con claridad la tem-
poralidad y excepcionalidad de su participación dentro 
de los órganos de toma de decisiones. 

Es igualmente importante cuidar que los mecanis-
mos de coordinación, entre la federación, las entidades 
federativas y los municipios, respeten la soberanía de las 
entidades federativas y los municipios.  

2.2 Aportaciones de las entidades federativas y 
municipios 
El artículo cuarto transitorio (fracc. II, núm. 2) señala 
que la ley secundaria determinará las aportaciones de 
las entidades federativas y municipios cuando soliciten 
la colaboración de la Guardia Nacional. Esto deberá re-
gularse con suma atención a las distintas necesidades y 
capacidades de las entidades federativas y municipios. 
Será importante evaluar qué tanto esta disposición pue-
de convertirse en un incentivo para que las entidades 
federativas y los municipios destinen sus recursos al uso 
de la Guardia Nacional y dejen de lado el desarrollo de 
sus policías. Incluso pudiera ocurrir, si la regulación es 
deficiente, que algunos municipios verdaderamente ca-
rezcan de recursos suficientes para solventar el uso de 
la Guardia Nacional y al mismo tiempo, desarrollar sus 
policías. 

2.3 Régimen disciplinario 
Dado el carácter civil de la Guardia Nacional (no mixto, 
ni militar), la Ley deberá cuidar que sus elementos, y 
especialmente los mandos, no gocen de fuero militar. A 
fin de lograr esto, la Ley deberá evitar que los elementos 
de esta institución sean militares en servicio activo. Para 
una discusión detallada sobre la inconvencionalidad del 
fuero militar, y su persistencia en la legislación mexica-
na, así como sobre su interferencia con la justicia civil, 
se recomienda la lectura íntegra del siguiente estudio: 

• Justicia olvidada: la impunidad de las violaciones a 
derechos humanos cometidas por soldados en 
México. Washington Office on Latin America 
(WOLA, 2017). 

Es también recomendable reconsiderar la disposición 
del artículo cuarto transitorio (fracc. II, núm. 3) sobre el 
régimen disciplinario, el cual debe incluir “faltas, delitos 
y sanciones a la disciplina policial”. Al respecto, cabe re-
cordar que el régimen disciplinario establecido en la Ley 
de la Policía Federal (DOF, 1/06/09) no incluye delitos 
tipificados, sólo faltas al régimen disciplinario. De he-
cho, el régimen disciplinario de la Guardia Civil españo-
la tampoco tipifica delitos, únicamente incluye faltas o 

infracciones  (artículo 11 de la Ley Orgánica 12/2007; BOE, 
23/10/07). 

En el caso de incluir delitos en el régimen disciplina-
rio de la Guardia Nacional, a pesar de ser esto anómalo 
en los regímenes de disciplina policial, la Ley deberá 
especificar claramente la competencia de los tribunales 
civiles. Es relevante señalar que no deben crearse tribu-
nales especiales para juzgar estos posibles delitos, pues 
esto implicaría la creación de un nuevo fuero (análogo 
al fuero militar), lo cual violaría los derechos humanos 
de los propios elementos de la Guardia Nacional. En 
términos generales, lo recomendable es seguir los 
ejemplos internacionales de disciplina policial, estable-
ciendo únicamente infracciones. 

Dentro del régimen disciplinario también es necesa-
rio establecer mecanismos que permitan a los miembros 
de la Guardia Nacional interponer recursos legales, para 
impugnar cualquier medida disciplinaria que se les im-
ponga, y con ello respetar su derecho al debido proceso. 
Por ejemplo, esto se establece en los artículos 73 a 78 de 
la Ley del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil es-
pañola (BOE, 23/10/07a). 

2.4 Profesionalización y criterios de evaluación 
Dado el carácter civil de la Guardia Nacional, y dado su 
régimen disciplinario policial, lo más recomendable es 
que la profesionalización de sus integrantes se regule se-
gún estándares internacionales de buenas prácticas poli-
ciales. Esto representa, en los hechos, una oportunidad 
extraordinaria para impulsar una reforma policial inte-
gral, dentro de la cual se establezca un Programa Nacio-
nal de Profesionalización Policial, el cual adapte a la rea-
lidad mexicana ejemplos de buenas prácticas interna-
cionales (como los ejemplos de formación policial dis-
cutidos en la sección 1.1 de la presente nota). 

El artículo cuarto transitorio (fracc. II, núm. 4), del 
decreto de reforma constitucional, dispone que la ley 
secundaria deberá establecer los criterios de evaluación 
del desempeño los elementos de la Guardia Nacional. Es 
recomendable que, dentro de estos criterios, se incluya 
como parte de su desempeño, la obligación de una pro-
fesionalización continua, garantizándole a los elemen-
tos de la institución una oferta de educación superior 
amplia y pertinente para sus funciones. De hecho, las 
oportunidades de ascensos, entre otros criterios de eva-
luaicón, deben estar supeditadas a la profesionalización 
y adquisición de grados de estudios superiores.  

Como ejemplo de buenas prácticas internaciona-
les, el Decreto 1791 de 2000, que se refiere a la carrera 
profesional de los elementos de la Policía Nacional de 
Colombia (DO, 14/09/00), estableció como uno de los 
criterios de ingreso al curso de formación como oficial o 
miembro del nivel ejecutivo de esta corporación policial 
(art. 8, núm. 2): “Ser bachiller, profesional universitario, 
tecnólogo o técnico, según se establezca en cada caso”. 
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Y para el ingreso como personal uniformado, esta ley 
señala lo siguiente: 

“ARTICULO 11. INGRESO DE PERSONAL NO UNIFORMADO A 
UNIFORMADO. El Director General de la Policía Nacional 
podrá seleccionar personal no uniformado de planta, 
para que adelante curso especial de formación como 
uniformado, previa solicitud del interesado y el cumpli-
miento de los demás requisitos que para el efecto exija 
la Dirección General de la Policía Nacional. 
“PARÁGRAFO 1. Para el ingreso a la carrera de oficial se 
deberá acreditar título de formación universitaria no 
inferior a cinco (5) años y aprobar el respectivo curso; 
al término del mismo optará el grado de Subteniente. 
“PARÁGRAFO 2. Para el ingreso a la carrera del Nivel Eje-
cutivo se deberá acreditar título de bachiller, técnico o 
tecnólogo y aprobar el respectivo curso; al término del 
mismo optará el grado de Patrullero. 
“ARTICULO 12. PROMOCIÓN DE NIVEL EJECUTIVO, SUBOFICIA-
LES Y AGENTES A OFICIAL. El Director General de la Policía 
Nacional podrá seleccionar aspirantes a Oficiales den-
tro del personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agen-
tes que acredite título profesional de formación univer-
sitaria no inferior a cinco (5) años, previa solicitud del 
interesado y el cumplimiento de los demás requisitos 
que para el efecto exija la Dirección General de la 
Policía Nacional” (énfasis añadido; DO, 14/09/00). 

De hecho, la importancia que se da a la profesionaliza-
ción de la Policía Nacional de Colombia conforma un 
ejemplo a seguir para la Guardia Nacional. El mismo 
Decreto 1791 de 2000 especifica esta importancia: 

“ARTICULO 14. PROFESIÓN DE POLICIA. La actividad policial 
es una profesión. Como tal sólo podrá ser ejercida por 
personas que acrediten títulos de idoneidad profesio-
nal, expedidos por los respectivos centros de educación 
policial y reconocidos por el Gobierno según normas 
vigentes. 
“ARTICULO 15. FORMACIÓN PROFESIONAL. La formación 
integral del profesional de policía, estará orientada a 
desarrollar los principios éticos y valores corporativos, 
promover capacidades de liderazgo y servicio comuni-
tario para el eficiente cumplimiento de las funciones 
preventiva, educativa y social. En tal virtud, los conteni-
dos programáticos harán particular énfasis en el respe-
to por los derechos humanos, para el ejercicio de las 
libertades públicas y la convivencia pacífica de los resi-
dentes en el territorio colombiano” (énfasis añadido; 
DO, 14/09/00). 

2.5 Regulación sobre armas de fuego 
La regulación sobre las armas de fuego y su uso, deberá 
homologarse con lo que establezca la Ley Nacional 
sobre el Uso de la Fuerza, considerando las recomen-
daciones que se señalan en el apartado 3 de la presente 
nota. 

2.6 Actuación 
Dada la naturaleza exclusivamente civil de la Guardia 
Nacional (no mixta, ni militar), sus facultades deberán 
estar acotadas exclusivamente a la función de seguridad 

pública. Por tal, la actuación de los elementos de la 
guardia nacional debe de limitarse exclusivamente a las 
facultades y obligaciones que les otorgará la Ley regla-
mentaria, que a su vez deben ser acordes a la Constitu-
ción y su carácter civil, excluyendo la posibilidad de que 
actúen discrecionalmente. 

La Ley debe establecer, también, un catálogo de de-
rechos y obligaciones que adquieren los elementos de la 
Guardia Nacional, en donde se enfatice su titularidad de 
derechos humanos reconocidos en la Constitución y los 
Tratados Internacionales. Como ejemplo de buenas 
prácticas, la Ley Orgánica 11/2007 reguladora de los 
derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil 
española (BOE, 23/10/07b) establece en favor de los ele-
mentos los derechos y deberes que deben de observar 
en su actuación. En esta Ley se reconocen explícita-
mente diversos derechos, por ejemplo: 

“ARTICULO 7. Libertad de expresión y de información. 
“1. Los Guardias Civiles tienen derecho a la libertad de 
expresión y a comunicar y recibir libremente informa-
ción en los términos establecidos por la Constitución, 
con los límites que establece su régimen disciplinario, 
el secreto profesional y el respeto a la dignidad de las 
personas, las instituciones y los poderes públicos […] 
“ARTICULO 14. Acceso al Defensor del Pueblo. 
“1. Los Guardias Civiles podrán dirigirse directa e indivi-
dualmente al Defensor del Pueblo, de acuerdo con lo 
previsto en la legislación reguladora del Defensor del 
Pueblo” (BOE, 23/10/07b). 

2.7 Requisitos de ingreso y permanencia 
En la Ley de la Guardia Nacional se deberán establecer 
los mecanismos para la selección, ingreso, desarrollo, 
carrera, permanencia, promoción, estímulos y evalua-
ción, y cuidar que estos estén acordes con la doctrina 
policial y el carácter civil de la Guardia Nacional. En este 
sentido, los requisitos de ingreso y permanencia que se 
establezcan deben cumplir con lo establecido en la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, es-
pecialmente con lo referente a las evaluaciones de con-
trol de confianza: 

“Art. 39. […]  
“B. Corresponde a la Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los Municipios, en el ámbito de 
sus respectivas competencias:  
“[…] VIII. Abstenerse de contratar y emplear en las Insti-
tuciones Policiales a personas que no cuentan con el re-
gistro y certificado emitido por el centro de evaluación y 
control de confianza respectivo” (DOF, 2/01/09). 

2.8 Rendición de cuentas 
La reforma constitucional estableció como único meca-
nismo de rendición de cuentas la presentación de infor-
mes anuales ante el Senado de la República, donde las 
únicas facultades del Senado son “analizar y aprobar” los 
informes (art. 76, fracc. IV). De restringir la ley secunda-
ria la obligación de rendición de cuentas de la Guardia 
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Nacional a le mera presentación de informes, se estará 
desaprovechando la oportunidad de crear una institu-
ción de seguridad pública que verdaderamente rinda 
cuentas ante la sociedad mexicana. Sobre este tema, ya 
hemos publicado algunas recomendaciones en la ante-
rior Nota Estratégica 53: 

“[…] sería deseable ampliar las obligaciones del Ejecuti-
vo Federal, y de la propia Guardia Nacional, en materia 
de transparencia y rendición de cuentas. Esto con el 
objetivo de hacer de la Guardia Nacional, un verdadero 
ejemplo de transparencia institucional y de rendición 
de cuentas proactiva ante la sociedad mexicana. Por 
ejemplo, sería recomendable incluir esquemas de publi-
cación mensual de bases de datos abiertas anonimiza-
das, algunas por registros individuales y otras agrega-
das a nivel municipal, tal y como ya se ha hecho con 
otros datos relativos a cuestiones de seguridad pública 
[…] 
“Contar con bases de datos abiertas anonimizadas no 
es una novedad en México, toda vez que diversos pro-
yectos estadísticos oficiales, desde hace al menos dos 
décadas, han realizado este tipo de ejercicios de rendi-
ción de cuentas. Un ejemplo reciente es el esfuerzo de 
la Agencia Digital de Innovación Pública, del Gobierno 
de la Ciudad de México, de crear un portal de datos 
abiertos para garantizar el derecho de acceso a la infor-
mación contenida en las carpetas de investigación, con 
datos desagregados a nivel de calle (ADIP, 14/1/19)” 
(énfasis añadido; Galindo, Rodríguez y Barrón, 2019). 

2.9 Mecanismos de control y supervisión 
De acuerdo con la sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (COIDH, 2018) en el Caso mujeres 
víctimas de tortura sexual en Atenco vs. México, el Esta-
do mexicano deberá crear un observatorio independien-
te que permita dar seguimiento a la implementación de 
las políticas en materia de rendición de cuentas y moni-
toreo del uso de la fuerza, dentro del cual se permita la 
participación de la sociedad civil. Este caso, y obviamen-
te la respectiva sentencia, se refieren a la actuación de 
la Policía Federal y de la policía del estado de México, 
no obstante, dado que el artículo segundo transitorio 
del decreto de reforma claramente especifica que la 
Guardia Nacional asumirá las atribuciones y las obliga-
ciones de la Policía Federal, esta obligación particular, 
impuesta por la sentencia de la COIDH, también deberá 
ser asumida por la nueva institución:  

“[…] el Estado deberá generar sistemas de información 
que permitan: (i) evaluar la efectividad de los mecanis-
mos existentes de supervisión y fiscalización de los 
operativos policiales antes, durante y después del uso 
de la fuerza, y (ii) brindar retroalimentación sobre las 
mejoras institucionales que correspondan de acuerdo 
con la información obtenida por medio del observatorio. 
Para el cumplimiento de esta medida el Estado deberá 
acreditar la creación del observatorio, con las caracte-
rísticas especificadas, así como su puesta en funciona-
miento” (COIDH, 2018, párr. 356). 

La creación de este observatorio no sólo representaría el 
cumplimiento de la sentencia de la COIDH, sino también 
la retribución de una deuda histórica del Estado para 
con la sociedad mexicana. Ernesto López-Portillo lo ex-
plica de siguiente manera: 

“En México ha sido imposible la creación de entidades 
de supervisión externa [a las instituciones de seguridad 
pública]. En 2012 la sociedad civil impulsó en el Senado 
una iniciativa de creación del auditor especializado de 
las policías federales, misma que fue archivada. En 
2013, la entonces Comisión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal recomendó la creación del auditor ex-
terno de la policía, recomendación que fue aceptada y 
nunca implementada. En 2014 funcionó un caso pione-
ro y efímero de auditoría externa en el municipio de 
Querétaro. En 2017 la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos recomendó implementar esta figura en 
todos los ámbitos de gobierno y a finales de 2018 la 
CIDH emitió la ya citada sentencia en el Caso Atenco, 
misma que obliga al Estado mexicano a crear un obser-
vatorio externo de la Policía Federal y de la Policía del 
Estado de México” (López-Portillo, 1/05/19). 

Para cumplir cabalmente con esta obligación del Estado 
mexicano, se recomienda la lectura íntegra de los dos si-
guientes documentos: 

• Handbook on police accountability, oversight and 
integrity. Oficina de Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (UNODC, 2011). 

• Supervisión de la policía por sociedad civil en Mé-
xico ¿Transición hacia la reforma policial demo-
crática? Instituto para la Seguridad y la Democra-
cia (Mendoza, s/fecha). 

En el esquema 1 se resume de manera visual la propuesta 
integral de UNODC (2011) sobre la construcción de siste-
mas integrales de control y evaluación sobre las fuerzas 
de seguridad pública. En esta propuesta se especifican 
controles para cada etapa de las operaciones policiales, 
así como controles permanentes y transversales sobre el 
desempeño general de las policías.  

Por su parte, el Instituto para la Seguridad y la De-
mocracia (Mendoza, s/fecha) explica que los mecanis-
mos de supervisión civil tienen las siguientes funciones 
sustantivas: 

• supervisar los procesos de queja en contra de los 
cuerpos policiales; 

• atender y satisfacer la queja ciudadana; 
• documentar, analizar e interpretar patrones de 

abuso o violaciones a los derechos humanos por 
parte de los servicios policiales; 

• detectar necesidades de carácter técnico, es-
tructural o de gestión en las instituciones poli-
ciales; 

• evaluar prácticas y desempeño policial; 
• emitir informes y recomendaciones para forta-

lecer y mejorar la práctica policial; 
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• participar en la construcción de políticas que 
contribuyan a la modernización y democratiza-
ción de la policía; y 

• redefinir la relación entre policía y ciudadanía. 

Y con estas funciones se busca alcanzar las siguientes 
metas: 

• mejorar la responsabilización policial; 
• impulsar la rendición de cuentas y la participa-

ción de la ciudadanía; 
• facilitar respuestas y resoluciones justas con res-

pecto a quejas contra la policía; 
• facilitar aprendizajes en la ciudadanía y en las 

instituciones policiales; 
• generar propuestas contingentes y funcionales 

encaminadas a la resolución de problemas es-
tructurales de la policía; y 

• generar propuestas contingentes y funcionales 
encaminadas a mejorar la actuación y el desem-
peño de los servicios policiales. 

Todo lo anterior es una práctica positiva en contextos 
donde se tienen crisis de violencia y de mal desempeño 
de los sistemas de seguridad y de justicia, como ahora 
ocurre en México. El Instituto para la Seguridad y la De-
mocracia lo explica de la siguiente manera: 

“La supervisión civil es un mecanismo clave y un para-
digma reciente en la accountability policial moderna. El 
primer esfuerzo tiene lugar en Estados Unidos, como 
resultado de la recomendación de la Comisión McCone 
en 1965, derivada de los disturbios de Los Ángeles por 
tensiones entre la policía y minorías étnicas. Los meca-

nismos de supervisión civil se han promovido particu-
larmente en los países que padecen severas crisis en 
sus sistemas de justicia, y en respuesta a la falta de 
confianza y credibilidad ciudadana en las investiga-
ciones que dirige la policía sobre sus propios miembros 
(asuntos internos). Entre los objetivos que las autorida-
des supervisoras se han impuesto, se encuentra la ins-
trumentación de reformas que faciliten el restableci-
miento del vínculo de confianza entre ciudadanía y 
policía; además de responder y satisfacer la demanda 
ciudadana, la supervisión civil también tiene el propó-
sito de proporcionar información a las autoridades poli-
ciales y a la ciudadanía, la cual permita, instrumentar 
estrategias de mejora en sus estándares de calidad 
sobre su actuación y desempeño, y en la resolución de 
problemas internos y sistémicos […] 
“En la última década, la supervisión civil ha ganado una 
posición relevante en Estados Unidos, algunos países 
de Europa, en Australia y en zonas de post-conflicto 
como Sudáfrica e Irlanda del Norte, con resultados sig-
nificativos y mensurables […]  
“La mayoría de los países que cuentan con sistemas de 
supervisión civil han creado agencias o cuerpos exter-
nos a la policía bajo el amparo y el mandato del Estado. 
En este sentido, dichos organismos tienen poderes y 
facultades para revisar, monitorear, supervisar y/o 
auditar a los departamentos o corporaciones policiales 
en cuanto a su actuación y desempeño, y para elaborar 
y emitir recomendaciones a los departamentos de poli-
cía. En el caso de Irlanda del Norte, la Oficina del Om-
budsman de la Policía, además de las atribuciones an-
teriores, tiene la potestad de aplicar medidas discipli-
narias y sanciones a la policía local” (énfasis añadido; 
Mendoza, s/fecha, pp. 4 y 5). 

 
 

Marco de directrices
antes de acciones y operativos

• Definición de prioridades que 
respondan a las necesidades y 
preocupaciones de la 
población.

• Elaboración de guías prácticas 
para la actuación conforme a 
la Ley.

Supervisión y monitoreo
durante acciones y operativos

• Supervisión y monitoreo diario 
sobre las acciones en materia 
de seguridad.

Revisión y evaluación
después de acciones y operativos 

• Revisión de los operativos, la 
gestión, y la administración. 

• Ejecución efectiva de 
procedimientos para atender 
quejas y rectificaciones para 
prevenir la impunidad.

• Sanción y corrección de malas 
prácticas y conductas inadecuadas.

Controles transversales y permanentes:
Controles internos dentro de los cuerpos de seguridad;

Controles externos del Ejecutivo (Secretaría de Gobernación), Legislativo (comisiones), y Judicial;

Supervisión pública de organizaciones de la sociedad civil, academia y actores clave (p.ej., víctimas);

Evaluaciones independientes por organismos de derechos humanos y contrapesos institucionales.

Esquema 1. Modelo integral de control y evaluación sobre las fuerzas de seguridad pública

Fuente: adaptación resumida del modelo integral recomendado por la Oficina de Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito (UNODC, 2011, pp. 11 y 18).
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3. Recomendaciones para la Ley Nacional sobre 
el Uso de la Fuerza 

Diversos organismos internacionales y organizaciones 
de la sociedad civil han publicado recomendaciones re-
levantes para legislar sobre el uso de la fuerza. De entre 
los ejemplos más relevantes, sobresalen los siguientes, 
de los cuales se recomienda su lectura íntegra: 

• Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y 
armas de fuego por los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley. Octavo Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente (ONU, 1990). 

• El capítulo IV.A sobre uso de la fuerza, del 
Informe anual 2015, de la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos (CIDH, 2015). 

• Uso de la Fuerza. Directrices para la aplicación de 
los principios básicos sobre el empleo de la fuerza 
y de armas de fuego por los funcionarios encarga-
dos de hacer cumplir la ley. Amnistía Internacio-
nal (2015). 

• Propuesta de contenidos básicos para la Ley 
Nacional sobre el Uso de la Fuerza. Oficina en 
México del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos (ONUDH, 
2019a). 

• Documento del Comité Internacional de la Cruz 
Roja sobre consideraciones mínimas y ejemplos de 
normativa comparada en el proceso de adopción 
de una Ley Nacional sobre el Uso de la Fuerza. 
Comité Internacional de la Cruz Roja, Delega-
ción Regional para México y América Central 
(CICR, 2019). 

• Lineamientos mínimos para una Ley Nacional 
sobre el Uso de la Fuerza. Causa en Común (sin 
fecha). 

3.1 Definiciones 
La Ley debe establecer con claridad la definición de “uso 
de la fuerza”, de tal manera que ésta: 

“[…] refleje el campo de acción que implica y el objetivo 
de su uso, de acuerdo con los estándares internacio-
nales y las mejores prácticas. Generalmente, el uso de 
la fuerza como facultad es entendido como el empleo 
de técnicas, métodos y armas para logar un fin legitimo; 
sin embargo, el uso de la fuerza no sólo se limita a 
capacidades físicas y manejo de armas, sino también 
a las habilidades de verbalización, liderazgo y negocia-
ción de los funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley” (énfasis añadido; Causa en Común, s/fecha). 

Es necesario tener claridad en la definición sobre los 
usos letales y no letales de diferentes armas, y no con-
fundir los usos con los tipos de armas. Sobre este tema, 
la CIDH ha señalado lo siguiente:  

“Ante la gran expansión de la industria en la fabricación 
y venta de armas menos letales, y la variedad de sus 

características, mecanismos de lesión y riesgos asocia-
dos a su empleo, resulta urgente contar con normas 
claras y adecuadas, pues la letalidad o no del arma 
dependerá de su tipo, el contexto en que se utiliza y las 
condiciones particulares del destinatario. En muchos 
casos las afectaciones a la integridad física o la vida 
han sido ocasionadas por el mal uso de este tipo de 
armamentos […] Este es el caso de la munición de goma 
disparada a corta distancia y a la parte superior del 
cuerpo, de gases lacrimógenos disparados hacia el 
cuerpo de las personas, gases irritantes usados contra 
niños o ancianos, o pistolas de descarga eléctrica usa-
das contra personas con afectaciones cardiacas. Por lo 
tanto, se debe tener en cuenta no sólo el diseño o las 
características del arma, sino también otros factores 
relativos a su uso y control” (énfasis añadido; CIDH, 
2015, párr. 18). 

3.2 Sujetos obligados 
La Ley Nacional debe establecer que los sujetos obliga-
dos son todas las personas que ejerzan funciones de 
policía, lo cual incluirá en México a los elementos de la 
Guardia Nacional, y según los transitorios quinto y sexto 
del decreto de reforma constitucional en la materia, a 
los miembros de las Fuerzas Armadas por un periodo 
extraordinario de cinco años. Para abarcar esta amplia 
variedad de sujetos obligados, tanto la ONUDH como el 
CICR recomiendan especificarlos en la Ley Nacional 
como funcionarios encargados de cumplir la ley: 

“[…] La expresión ‘Funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley’ incluye a todos los agentes de la ley, ya 
sean nombrados o elegidos, que ejercen funciones de 
policía, especialmente las facultades de arresto o de-
tención. En los países en que ejercen las funciones de 
policía autoridades militares, ya sean uniformadas o 
no, o fuerzas de seguridad del Estado, se considerará 
que la definición de Funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley comprende a los funcionarios de esos ser-
vicios. 
“[…] En el contexto de la reforma constitucional en ma-
teria de Guardia Nacional, eso incluiría a las Fuerzas 
Armadas (Policía Militar y Policía Naval como compo-
nentes directos de la Guardia y la Fuerza Armada per-
manente al ser empleadas en tareas de seguridad 
pública conforme al artículo quinto transitorio), así 
como posiblemente al Instituto Nacional de Migración 
en la detención de migrantes” (énfasis en el original; 
CICR, 2019, pp. 6 y 7). 

3.3 Principios del uso de la fuerza 
En adición a los principios mencionados en el artículo 
cuarto transitorio del decreto de reforma constitucio-
nal, el CICR (2019, p. 9) indica la obligación de ceñirse al 
principio de responsabilidad, especificado en el acuerdo 
de principios básicos de Naciones Unidas: 

• Responsabilidad. El uso de la fuerza que cause la 
muerte o lesiones debe informarse sin demora. 
Todo uso de la fuerza excesiva o de otro modo 
arbitrario debe investigarse adecuadamente y, en 
caso necesario, debe ser castigado como delito 
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penal y/o con medidas disciplinarias, según la 
gravedad del caso. Pueden ser responsabilizados 
tanto los oficiales superiores como los funciona-
rios públicos bajo su mando. Al mismo tiempo, y 
como parte de este principio, se deben tomar en 
cuenta obligaciones relacionadas con la fase de 
planeación de las operaciones del mantenimiento 
del orden, así como para su control. Las mismas 
deben planificarse cuidadosamente a fin de 
evitar, en la máxima medida posible, el uso de la 
fuerza y reducir al mínimo el riesgo para los 
transeúntes. Los funcionarios públicos reducirán 
al mínimo los daños y lesiones y respetarán y 
protegerán la vida humana. Se proveerá a los 
Funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
la formación, las armas y el equipamiento nece-
sarios. 

Con el objetivo de regular adecuadamente la aplicación 
de este principio, la ONUDH (2019a, pp. 16 y 17) recomien-
da establecer un sistema de asunción de responsabilida-
des, el cual incluya, por lo menos, las siguientes cuatro 
dimensiones: 

• la responsabilidad directa; 
• la responsabilidad por omisión; 
• la responsabilidad de los mandos; y 
• la responsabilidad de los mandos por las acciones 

de los subordinados. 

Sobre las responsabilidades de los mandos, la ONUDH 
explica lo siguiente: 

“[…] El mando de una fuerza de seguridad es respon-
sable: i) por sus propios actos (autor); ii) por los actos 
que realiza en coparticipación con otros (coautor); iii) 
por los actos de sus subordinados cuando éstos son 
utilizados como simples instrumentos (autor mediato), 
por ejemplo, si el mando emite deliberadamente una 
orden ilegal y es obedecida por los subordinados bajo 
la creencia de que es legítima o cuando son conscientes 
que la orden es ilegal pero el mando ejerce tal coacción 
sobre ellos que no pueden desobedecer la orden; iv) por 
los actos ilícitos que los subordinados realizan bajo las 
órdenes del mando, aún si éstos son conscientes de 
que la orden es ilícita y mantienen su libre albedrío 
(determinador); y v) por retransmitir a sus subalternos 
una orden manifiestamente ilegal, aunque ésta haya 
sido emitida por sus superiores. 
“Finalmente, el mando será responsable por las accio-
nes de sus subordinados cuando: el mando sabía que 
éstos iban a cometer un acto ilegal y no tomó todas las 
medidas necesarias y razonables para prevenirlo; el 
mando tenía razones para saber que iban a cometer un 
acto ilegal y no tomó todas las medidas necesarias y 
razonables para prevenirlo; o el mando conocía que se 
iban a cometer los actos ilegales, pero luego de ocurri-
dos los hechos, no tomó todas las medidas necesarias 
y razonables para garantizar su investigación, judicia-
lización y sanción” (énfasis en el original; ONUDH, 
2019a, p. 17). 

3.4 Adiestramiento  
En esta Ley Nacional se deberán establecer programas 
de capacitación permanente para el uso de la fuerza. De 
acuerdo con Causa en Común (s/fecha) es importante 
que se enfatice el uso de medios menos lesivos como la 
negociación, la mediación y la persuasión. 

Por su parte, en los principios básicos de Naciones 
Unidas (1990; núm. 19) se señala que los gobiernos 
deben procurar que todos los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley reciban capacitación en el uso de 
la fuerza, y los que usen armas de fuego sólo puedan 
hacerlo cuando hayan finalizado la capacitación espe-
cial en su empleo. 

3.5 Niveles de uso de la fuerza 

El CICR (2019) señala que, los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley deberán emplear la cantidad mí-
nima de fuerza necesaria para lograr los objetivos legíti-
mos que se persiguen. Esto implica que, la fuerza que se 
use deberá ser diferenciada, “atendiendo a las circuns-
tancias específicas de cada caso, y considerando el tiem-
po e intensidad de la resistencia o agresión que se pue-
dan llegar a presentar” (p. 14).  

Como ejemplo de buenas prácticas, el CICR cita el 
Reglamento para el uso de la fuerza y el empleo de armas, 
municiones, elementos y dispositivos menos letales, de la 
Policía Nacional de Colombia, en el cual se definen ni-
veles de resistencia según las conductas de los ciudada-
nos, y que son la base para determinar el uso diferencia-
do y proporcionado de la fuerza (p. 14): 

• Resistencia Pasiva 
o Riesgo latente: Es la amenaza permanente no 

visible presente en todo procedimiento policial. 
o Cooperador: Persona que acata todas las indi-

caciones del efectivo policial, sin resistencia 
manifiesta durante la intervención. 

o No cooperador: No acata las indicaciones. No 
reacciona ni agrede. 

• Resistencia Activa 
o Resistencia física: Se opone a su reducción, 

inmovilización y/0 conducción, llegando a un 
nivel de desafío físico contra el personal 
policial. 

o Agresión no letal: Agresión física al personal 
policial o personas involucradas en el procedi-
miento, pudiendo utilizar objetos que atentan 
contra la integridad física. 

o Agresión letal: Acción que pone en peligro inmi-
nente de muerte o lesiones graves al funcio-
nario policial o a terceras personas involucradas 
en el procedimiento.   

Estos niveles de resistencia son entendidos como posi-
bles situaciones transitorias que los elementos de la 
Policía Nacional de Colombia deben evaluar en todo 
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momento, con el objetivo de dar respuestas acordes a 
las mismas: 

“Artículo 15. Uso diferenciado y proporcionado de la 
fuerza. De acuerdo a los niveles de resistencia que 
puede ejercer la persona intervenida en un proce-
dimiento, el uso diferenciado de la fuerza debe ser 
entendido de forma dinámica, ya que se puede iniciar 
en cualquiera de sus niveles, y escalar o desescalar de 
acuerdo al nivel de resistencia (pasiva-activa) del indi-
viduo. No siempre se van a dar en una intervención to-
dos los niveles del uso de la fuerza, toda vez que habrá 
oportunidades en que bastará una buena verbalización 
y otras en que se deba hacer uso inmediato de la fuerza 
no letal o potencialmente letal para extinguir la agre-
sión. 
“Por tanto, el policía debe estar concentrado en obser-
var los cambios de niveles de resistencia de la persona 
intervenida en un procedimiento, para decidir qué nivel 
de uso de la fuerza debe emplear” (énfasis añadido; 
Resolución 02903–Reglamento para el uso de la fuer-
za y empleo de armas, municiones, elementos y dispo-
sitivos menos letales, por la Policía de Colombia; citado 
por CICR, 2019, p. 15)  

3.6 Distinción entre armas letales y menos letales 

A pesar de que en el decreto de reforma constitucional 
(artículo cuarto transitorio, fracc. III, núm. 6) se dispo-
ne que la Ley Nacional establezca una diferencia entre 
armas letales y no letales, la letalidad de las armas de-
pende de su uso (como ya se ha explicado en la sección 
3.1 de la presente nota). Por este motivo, el CICR (2019) 
señala lo siguiente: 

“[…] Las ‘armas menos letales’ generalmente están di-
señadas para llevar menos riesgo de muerte o lesiones 
graves si se usan dentro de estrictas limitaciones. Esto 
incluye por ejemplo: agentes químicos (gases lacrimó-
genos), dispositivos de impacto cinético (bastones, ton-
fas, postas de plástico o goma) y dispositivos que gene-
ran descargas eléctricas, las cuales deberían de ser 
empleadas en operaciones de mantenimiento del orden 
para que el Funcionario encargado de hacer cumplir la 
ley tenga opciones para emplear la fuerza […] 
“Un arma descrita como menos letal puede causar 
heridas graves o hasta la muerte dependiendo de sus 
características particulares y el contexto de uso, como, 
por ejemplo, una bala de goma o plástica activada a 
corta distancia, o contra la cabeza, el cuello, o el pecho, 
agentes químicos para el control de manifestaciones o 
disturbios utilizados en lugares cerrados, o un arma que 
libera repetidamente descargas eléctricas. 
“Si el uso de un arma menos letal puede representar la 
pérdida de una vida, entonces su uso debería limitarse 
de la misma manera que las armas de fuego. En ese 
sentido, alternativas a las armas de fuego, incluyendo 
‘armas menos letales’, solo deberían ser utilizadas con 
el objetivo de reducir la cantidad de fuerza utilizada por 
los Funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, y 
su uso debe controlarse cuidadosamente” (énfasis 
añadido; CICR, 2019, pp. 20 y 21). 

 

3.7 Registro de uso de la fuerza 

La Ley Nacional deberá establecer la obligación de regis-
trar, mediante un informe detallado, el uso de la fuerza, 
independientemente de la intención o del resultado del 
mismo. Amnistía Internacional (2015) explica de la si-
guiente manera las circunstancias y criterios que deben 
guiar este registro:  

“Cualquier circunstancia en la que se use la fuerza, se 
desenfunde un arma de fuego como advertencia o se 
apunte con un arma de fuego a una persona (incluso 
aunque no se cause lesión alguna) debe ser comunica-
da a un superior para que se evalúe la pertinencia y 
licitud de la acción, a fin de que se puedan adoptar las 
medidas correctivas necesarias [...] 
“Además, se considera buena práctica que se informe 
también de dichos casos a un órgano de control externo 
e independiente. Ello permitirá que – con el tiempo – 
este órgano identifique reiteraciones problemáticas en 
el seno de un organismo o una unidad o departamento 
específicos, o señale políticas o prácticas operativas 
cuestionables. 
“Todo disparo con arma de fuego, incluso cuando 
ninguna persona haya resultado herida, debe ser co-
municado a los superiores y al órgano de control 
independiente [...] 
“Cualquier situación en la que se produzca una muerte 
o lesiones graves debe ser comunicada a los superio-
res, a las autoridades competentes para decidir si se ha 
de abrir una investigación criminal y al órgano de 
control externo e independiente [...] 
“Las mismas normas deben aplicarse cuando las cir-
cunstancias den motivos para presumir que la conducta 
puede ser constitutiva de delito (aunque el incidente no 
haya causado muerte o lesiones). 
“Toda persona afectada por el uso de la fuerza debe 
tener derecho a denunciarlo ante cualquiera de los tres 
niveles del sistema de rendición de cuentas (el propio 
organismo encargado de hacer cumplir la ley, las auto-
ridades encargadas de las investigaciones criminales y 
el órgano de control externo e independiente)” (énfasis 
añadido; Amnistía Internacional, 2015, pp. 82 y 83). 

3.8 Transparencia y rendición de cuentas 

La ONUDH es enfática en cuanto a la importancia de la 
transparencia y la rendición de cuentas en esta materia: 

“La transparencia y rendición de cuentas deben ser 
principios rectores de la Ley Nacional. El principio de 
transparencia es un requisito previo para el ejercicio 
legítimo de la autoridad pública y permite hacer efec-
tivos los derechos de participación y de revisión (rendi-
ción de cuentas). En consecuencia, la Ley Nacional 
debe permitir el acceso a la información sobre la apli-
cación del uso de la fuerza, incluyendo la obligación 
expresa de presentar informes en todos los casos en 
que se haya empleado la fuerza, aun cuando no haya 
resultado en personas heridas o muertas. 
“El principio de transparencia es instrumental para que 
los Estados lleven a cabo una labor constante de super-
visión e investigación para garantizar que sus institu-
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ciones, políticas y prácticas sean legítimas y respeten 
derechos humanos. En consecuencia, la Ley Nacional 
debe permitir la divulgación de información relevante 
para evaluar el uso de la fuerza, por ejemplo, los infor-
mes policiales homologados o informes de uso de la 
fuerza que elabora el ‘primer respondiente’, sea civil o 
militar, entre otros, salvaguardando los datos perso-
nales. También deberá contener otros mecanismos, por 
ejemplo parlamentarios, que permitan hacer efectivos 
los principios de transparencia y rendición de cuentas. 
“[…] la Ley Nacional no deberá contener reservas gené-
ricas, ilimitadas o excesivas de información u otro tipo 
de contenidos que impidan fiscalizar y monitorear el 
uso de la fuerza, ni que limiten el acceso a la informa-
ción sobre violaciones a derechos humanos. Por el con-
trario, bajo los principios de transparencia y rendición 
de cuentas, la Ley Nacional debe ser una herramienta 
útil para erradicar la cultura del secretismo que todavía 
prevalece en el sector público, especialmente en el 
ámbito de la seguridad y justicia. En este sentido, la 
facultad del Estado de reservar información por razones 
de seguridad en la Ley Nacional no podría ser genérica, 
ilimitada o excesiva […]” (énfasis añadido; ONUDH, 
2019a, pp. 13, 14 y 15). 

4. Recomendaciones para la Ley Nacional del 
Registro de Detenciones 

En esta materia también existen documentos públicos, 
elaborados por organismos internacionales, que deben 
ser consultados a fin de lograr una regulación adecuada. 
Dos ejemplos notables son: 

• Conjunto de Principios para la protección de todas 
las personas sometidas a cualquier forma de 
detención o prisión. Asamblea General de las 
Naciones Unidas, resolución 43/173 (Naciones 
Unidas, 1988). 

• Guía del conjunto de Principios de las Naciones 
Unidas para la protección de todas las personas 
sometidas a cualquier forma de detención o 
prisión. Amnistía Internacional (1989). 

• Convención Internacional para la Protección de 
Todas las Personas contra las Desapariciones For-
zadas. Naciones Unidas (2006). 

• Informe sobre la visita a México del Subcomité 
para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. Subco-
mité para la Prevención de la Tortura de Nacio-
nes Unidas (SPT, 2010). 

• Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapari-
ciones Forzadas o Involuntarias. Grupo de Traba-
jo sobre Desapariciones Forzadas de Naciones 
Unidas (Grupo de Trabajo, 2011). 

• Propuesta de contenidos básicos para la Ley Na-
cional del Registro de Detenidos. Oficina en Méxi-
co del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos (ONUDH, 2019b). 

4.1 Derogación del Registro Administrativo de 
Detenciones 
La Ley General del SNSP en sus artículos 112 a 116 dispuso, 
desde el año 2009, la creación de un Registro Adminis-
trativo de Detenciones. No obstante, este registro, que 
debería haber fungido como el espacio informático úni-
co para recopilar los datos de todas las personas deteni-
das en todo el país, nunca cumplió con las expectativas 
de la sociedad, ni con las obligaciones del Estado mexi-
cano (esto en parte porque la regulación del mismo se 
dejó en la Ley como facultad exclusiva de la Conferencia 
Nacional de Procuración de Justicia).  

Desde el año 2010, la COIDH señaló las limitaciones 
del Registro Administrativo de Detenciones en la sen-
tencia del Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. Méxi-
co (COIDH, 2010). Sin embargo, sobra decir que el Estado 
mexicano, a través de los gobiernos anteriores, omitió 
cumplir con sus obligaciones de mejora del registro. La 
COIDH sentenció, específicamente, lo siguiente: 

“Teniendo en cuenta lo expuesto, la Corte considera 
que, en el marco del registro de detención que actual-
mente existe en México, es procedente adoptar las 
siguientes medidas complementarias para fortalecer el 
funcionamiento y utilidad de dicho sistema: i) actuali-
zación permanente; ii) interconexión de la base de 
datos de dicho registro con las demás existentes, de 
manera que se genere una red que permita identificar 
fácilmente el paradero de las personas detenidas; iii) 
garantizar que dicho registro respete las exigencias de 
acceso a la información y privacidad, y iv) implementar 
un mecanismo de control para que las autoridades no 
incumplan con llevar al día este registro” (énfasis 
añadido; COIDH, 2010, párr. 243). 

De hecho, la ONUDH relata brevemente el surgimiento 
de registros locales debido a las limitaciones del registro 
establecido en la Ley General del SNSP: 

“Las limitantes en torno a lo regulado en la Ley General 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública han llevado 
a que otras instancias del Estado mexicano integren 
sus propios registros. Destacadamente, la entonces 
Procuraduría General de la República creó en el año 
2010 el Sistema de Registro de Detenidos (SIRED), 
cuyo funcionamiento se ha mantenido constante a pe-
sar de las restricciones de información que contiene y 
de las limitaciones en cuanto al registro únicamente de 
las personas que son presentadas ante el Ministerio 
Público de la Federación. Otras entidades federativas, 
como la Ciudad de México, han implementado a través 
de sus procuradurías y fiscalías, sistemas de consulta 
de personas detenidas, que cumplen con algunas de 
las finalidades de los registros de detención, pero que 
no tienen los componentes mínimos para constituirse 
como tales registros” (ONUDH, 2019b, p. 8). 

Por tanto, la nueva Ley Nacional del Registro de Deten-
ciones deberá garantizar que el nuevo registro funcione 
verdaderamente como un espacio digital único, a nivel 
nacional, que se actualice de forma permanente, que 



> 14 <       DIRECCIÓN GENERAL DE INVESTIGACIÓN ESTRATÉGICA 

> notas estratégicas                             mayo 2019 

esté interconectado con los registros locales, que garan-
tice el derecho de acceso a la información pública, y que 
tenga un mecanismo de control capaz de sancionar a las 
autoridades que incumplan con sus obligaciones en esta 
materia. 

4.2 Definiciones 
Naciones Unidas (1988) adoptó las siguientes definicio-
nes, de entre las cuales resalta la amplitud con la que 
debe definirse la noción de persona detenida, y la preci-
sión con la que se define juez u otra autoridad: 

“a) Por ‘arresto’ se entiende el acto de aprehender a 
una persona con motivo de la supuesta comisión de un 
delito o por acto de autoridad; b) Por ‘persona detenida’ 
se entiende toda persona privada de la libertad 
personal, salvo cuando ello haya resultado de una 
condena por razón de un delito; c) Por ‘persona presa’ 
se entiende toda persona privada de la libertad 
personal como resultado de la condena por razón de un 
delito; d) Por ‘detención’ se entiende la condición de las 
personas detenidas tal como se define supra; e) Por 
‘prisión’ se entiende la condición de las personas 
presas tal como se define supra; f) Por ‘un juez u otra 
autoridad’ se entiende una autoridad judicial u otra 
autoridad establecida por ley cuya condición y mandato 
ofrezcan las mayores garantías posibles de competen-
cia, imparcialidad e independencia” (énfasis añadido; 
ONU, 1988, uso de los términos). 

La importancia de la amplitud de la definición de perso-
na detenida, consiste en abarcar a todas las personas pri-
vadas de su libertad por el Estado, incluyendo figuras 
jurídicas opacas como el arraigo y el arresto militar, in-
cluso a las personas migrantes en situación irregular que 
también son retenidas o ‘aseguradas’ en instalaciones 
gubernamentales. 

Por su parte, la importancia de la definición de juez 
u otra autoridad, radica en la obligación de ofrecer las 
mayores garantías de imparcialidad e independencia, las 
cuales son imposibles de cumplir en México con la pues-
ta a disposición ante el Ministerio Público, toda vez que 
éste último es el encargado de acusar y presentar prue-
bas en contra de la persona detenida. De tal manera que, 
la puesta a disposición de las personas ante el Ministe-
rio Público, a pesar de ser una figura constitucional, 
incumple con las debidas garantías de imparcialidad e 
independencia. Los Principios 11 y 37, del Conjunto de 
Principios de Naciones Unidas, se refieren precisamente 
a los deberes relacionados con estas garantías: 

“Principio 11 
“1. Nadie será mantenido en detención sin tener la posi-
bilidad real de ser oído sin demora por un juez u otra 
autoridad. La persona detenida tendrá el derecho de 
defenderse por sí misma o ser asistida por un abogado 
según prescriba la ley. 
“2. Toda persona detenida y su abogado, si lo tiene, 
recibirán una comunicación inmediata y completa de la 
orden de detención, junto con las razones en que se 
funde. 

“3. Se facultará a un juez o a otra autoridad para con-
siderar la prolongación de la detención según corres-
ponda. 
“Principio 37 
“Toda persona detenida a causa de una infracción pe-
nal será llevada sin demora tras su detención ante un 
juez u otra autoridad determinada por ley. Esa autori-
dad decidirá sin dilación si la detención es lícita y 
necesaria. Nadie podrá ser mantenido en detención en 
espera de la instrucción o el juicio salvo en virtud de 
orden escrita de dicha autoridad. Toda persona deteni-
da, al comparecer ante esa autoridad, tendrá derecho 
a hacer una declaración acerca del trato que haya 
recibido durante su detención” (énfasis añadido; Nacio-
nes Unidas, 1988). 

4.3 Tipo de detenciones  

La ONUDH (2019b, p. 12) señala que el registro de deten-
ciones debe abarcar todos los supuestos de privación de 
la libertad, independientemente de que algunos de ellos 
no se hagan pasar por tales en la legislación. Esto con la 
finalidad de que el registro pueda ser una salvaguarda a 
violaciones a los derechos humanos que pudieran ser 
cometidas en cualquier modalidad de detención. Por 
este motivo, la ONUDH es enfática en señalar que no de-
be haber motivo alguno de seguridad que impida el re-
gistro de detenciones, e indica que deben abarcarse, al 
menos, los siguientes tres supuestos de privación de la 
libertad: 

• Detención por aplicación de la legislación penal, 
por cualquier supuesto que motive dicha deten-
ción (flagrancia, caso urgente u orden de apre-
hensión); 

• Privación de la libertad por aplicación de la legis-
lación sobre control migratorio, en cualquier ins-
talación destinada a esos efectos; y, 

• Privación de la libertad por aplicación de otras 
disposiciones administrativas, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 21 constitucional. 

4.4 Cadena de custodia del detenido  
La ONUDH señala que el registro de detenciones deberá 
recopilar información de toda la cadena de custodia de 
las personas detenidas: 

“[…] Aunque el registro de la información sobre el mo-
mento del arresto o primera etapa de la detención es 
de utilidad para diversas cuestiones, como tener cono-
cimiento de las circunstancias del arresto de cara al 
control judicial de la detención o para investigaciones 
de carácter penal o administrativo, la manera de garan-
tizar en mayor medida su utilidad como salvaguarda 
para la prevención de violaciones a derechos humanos 
radica en el tener un panorama completo del proceso 
que sigue al inicio de la privación de la libertad de una 
persona, hasta en tanto dicha persona recupere su 
libertad” (ONUDH, 2019b, p. 13). 

Este señalamiento se sustenta en las conclusiones del 
Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros 
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Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 
Naciones Unidas (SPT), el cual recomendó lo siguiente 
después de su misión a México de 2008: 

“El SPT recomienda que en el registro de ingresos se 
hagan constar los motivos que justifican la privación de 
libertad, la hora exacta del ingreso, la duración de la 
situación de la privación de libertad, la autoridad que la 
ordenó y la identidad de los funcionarios encargados de 
hacerla cumplir, así como información precisa acerca 
del lugar de custodia de la persona y la hora de su pri-
mera comparecencia ante el juez u otra autoridad. 
“El SPT recomienda que las procuradurías establezcan 
un sistema de cadena de custodia de las personas 
detenidas a partir de un sistema de registro norma-
lizado para anotar, en el instante preciso y de forma 
completa, la información esencial acerca de la privación 
de libertad de una persona y los sucesivos funcionarios 
responsables de la misma en cada momento, y que ello 
permita a las personas interesadas y a las autoridades 
competentes saber el paradero de las personas dete-
nidas y bajo la responsabilidad de qué autoridad se 
encuentran. Todas las entradas en el registro deberían 
estar firmadas por un oficial y ser validadas por un 
superior, así como por el médico responsable de certi-
ficar la integridad de las personas detenidas” (énfasis 
añadido; SPT, 2010, párr. 303 y 304). 

4.5 Contenido del registro  

La Convención Internacional para la Protección de to-
das las Personas Contra la Desaparición Forzada, firma-
da por México en 2007 y ratificada en 2008, establece en 
su artículo 17 la obligación de los Estados parte de man-
tener registros de las personas privadas de su libertad, 
los cuales deben recopilar al menos: 

• La identidad de la persona privada de la libertad; 
• El día, la hora y el lugar donde la persona fue 

privada de libertas y la autoridad que procedió a 
la privación de libertad; 

• La autoridad que decidió la privación de libertad 
y los motivos de ésta; 

• La autoridad que controla la privación de 
libertad; 

• El lugar de privación de libertad, el día y la hora 
de admisión en el mismo y la autoridad 
responsable de dicho lugar; 

• Los elementos relativos a la integridad física de la 
persona privada de libertad; 

• En caso de fallecimiento durante la privación de 
la libertad, las circunstancias y causas del 
fallecimiento y el destino de los restos de la 
persona fallecida; y, 

• El día y la hora de la liberación o del traslado a 
otro lugar de detención, el destino y la autoridad 
encargada del traslado. 

En adición a los elementos anteriores, la ONUDH (2019b, 
pp. 15 y 16) recomienda incorporar lo siguiente: 

• Constancia sobre la notificación de la detención 
a terceras personas (familiares u otras personas 
de confianza) y sobre la asistencia legal propor-
cionada tras la detención; 

• La situación legal de la persona privada de la li-
bertad (retención ministerial, prisión preventiva, 
arresto administrativo, en proceso de deporta-
ción, etc.), así como los datos del expediente o 
carpeta llevados en su contra; 

• Circunstancias generales del arresto, de acuerdo 
con la información brindada por la autoridad 
aprehensora; 

• De ser posible, fotografías de la persona al mo-
mento del arresto y fotografías del lugar de la 
detención; 

• Elementos que puedan permitir la identificación 
de la persona; huellas dactilares, identificación 
antropométrica y otros medios; 

• Estado general de salud de la persona privada de 
la libertad; y,  

• La información sobre la o las personas encar-
gadas de supervisar la captura de información en 
el registro.  

4.6 Sanciones  

De especial importancia debe ser el establecimiento de 
sanciones a los integrantes de las instituciones de segu-
ridad pública que no registren la detención o manipulen 
la información. De acuerdo con la ONUDH (2019b, p. 18), 
establecer sanciones tiene la función de ser un meca-
nismo de control de la información y de responsabilidad 
de los servidores públicos. 

Cabe recordar que el Grupo de Trabajo sobre las 
Desapariciones Forzadas o Involuntarias de Naciones 
Unidas, en su misión a México de 2011, recomendó lo 
siguiente: 

“El Grupo de Trabajo recomienda que se fortalezca el 
registro de detención para garantizar que sea perma-
nentemente actualizado y armonizado con otras bases 
de datos para monitorear la localización física de las 
personas detenidas, incluyendo controles estrictos so-
bre las autoridades responsables del registro de las 
detenciones y la imposición de sanciones adecuadas 
para aquellos que no lo hagan. El registro de detención 
deberá indicar los motivos de detención; la hora exacta 
de la llegada de la persona detenida al lugar de la custo-
dia; la duración de la privación de la libertad; la identi-
dad de la autoridad que ordenó la detención de la per-
sona, así como de los oficiales a cargo de llevarla a 
cabo; la cadena de la custodia de las personas deteni-
das; Información precisa sobre el lugar de la custodia; y 
el momento en que la persona detenida es presentada 
por primera vez ante una autoridad judicial o alguna 
otra autoridad competente” (énfasis añadido; Grupo de 
Trabajo, 2011, párr. 94). 
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4.7 Criterios de acceso a la información  
La Ley Nacional deberá establecer los criterios para el 
acceso al registro, cuidando la protección de datos per-
sonales. El artículo 18, de la Convención Internacional 
para la Protección de todas las Personas Contra las De-
sapariciones Forzadas, establece que los Estados parte 
garantizarán a toda persona con interés legítimo, es 
decir los allegados de la persona privada de libertad 
(familiares, pareja, amigos, etc.) y su representante o 
abogado, el acceso a la información correspondiente. Y 
como mínimo, esta información accesible debe incluir: 

• La autoridad que decidió la privación de libertad; 
• La fecha, la hora y el lugar en que la persona fue 

privada de libertad y admitida en un lugar de 
privación de libertad; 

• La autoridad que controla la privación de liber-
tad; 

• El lugar donde se encuentra la persona privada de 
libertad y, en caso de traslado hacia otro lugar de 
privación, el destino y la autoridad responsable 
del traslado; 

• La fecha, la hora y el lugar de la liberación; 
• Los elementos relativos al estado de salud de la 

persona privada de libertad; y 
• En caso de fallecimiento durante la privación de 

libertad, las circunstancias y causas del falleci-
miento y el destino de los restos. 

En las Observaciones finales sobre el informe presentado 
por México, del Comité contra la Desaparición Forzada 
de Naciones Unidas (CED, 2018), se enfatiza la importan-
cia de que las comisiones de búsqueda de personas desa-
parecidas, tanto de la federación como de las entidades 
federativas, tengan acceso al registro único de personas 
privadas de la libertad: 

“El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/ 
1, párrafo 35) e insta al Estado parte a: 
“a) Garantizar el acceso inmediato de cualquier autori-
dad competente a todos los registros de detención y de 
personas privadas de libertad, en especial a las comi-
siones de búsqueda; 
“b) Establecer un registro unificado que incluya a todas 
las personas privadas de libertad, completo, fiable, 
actualizado, confidencial, con mecanismos de control y 
supervisión que permitan dar certeza de la información; 
“c) Establecer controles efectivos en relación con el 
registro de personas privadas de su libertad en institu-
ciones privadas como hospitales, residencias psiquiátri-
cas, centros de día, centros de desintoxicación y rehabi-
litación para usuarios de drogas, instituciones de asis-
tencia y cuidados alternativos de niños, niñas y adoles-
centes y de personas con discapacidad. Estos controles 
deben incluir el censo de dichas instituciones y el regis-
tro de las personas que permanecen en los mismos” 
(énfasis añadido; CED, 2018, párr. 32). 

Por su parte, la ONUDH (2019b) señala acertadamente 
que la protección de datos personales no impide el esta-
blecimiento de diversos niveles de acceso a la informa-
ción: “La protección de datos personales no puede servir 
para ocultar información sobre violaciones a derechos 
humanos” (p. 17). Respondiendo a esta premisa, este 
organismo recomienda la adopción de los siguientes 
criterios generales de acceso: 

• Un acceso a la información contenida en el regis-
tro por parte de la persona privada de la libertad, 
su representante legal, autoridades judiciales, co-
misiones de búsqueda y organismos públicos de 
protección a los derechos humanos; y  

• Un sistema de niveles de acceso, de modo tal que 
la alta, modificación y baja de cierto tipo de infor-
mación sólo pueda ser realizado por cierto tipo 
de autoridad. 

Por último, la ONUDH señala que, a fin de cumplir con la 
obligación del artículo 18 de la Convención Interna-
cional para la Protección de todas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas, relativa al acceso diferen-
ciado para terceras personas, la Ley Nacional debería es-
tablecer un sistema de consulta pública, “análogo a los 
que existen actualmente en algunas jurisdicciones y por 
el cual se pueda consultar vía telefónica o por internet 
si una persona se encuentra privada de la libertad” (p. 
17). 
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